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	Derechos económicos, reglas del mercado, derechos sociales
Andrea Pisaneschi [1]
1. Derechos económicos e intereses generales: los principios de la liberalización - 
Las normas de las constituciones que regulan principios económicos, normalmente tratan de encontrar un punto de mediación entre derechos económicos y derechos sociales, entre iniciativa económica libre e interés general, entre intervención del Estado y libre mercado. Sin embargo, con la exclusión de las constituciones socialistas que determinaban un modelo económico preciso de desarrollo, las constituciones no prevén casi nunca reglas tan detalladas que prefiguren un determinado desarrollo económico. Puesto que se trata de constituciones y no de actos políticos, estas, en efecto, se limitan normalmente a señalar algunos principios generales, dentro de los cuales pueden encontrar cabida modelos de desarrollo económico diferentes[2]. En las constituciones europeas, por ejemplo, la libertad de empresa y el derecho de la propiedad, que constituyen clásicos derechos económicos, siempre están reconocidos, pero al mismo tiempo muchas veces se los limita con otras normas que se refieren al interés general y al interés público. La prevalencia de uno o del otro en el desarrollo económico depende principalmente de la evolución histórica, de la evolución general de los sistemas económicos, y sobre todo de la evolución, en ciertas materias, de los instrumentos tecnológicos. Durante muchos años en Europa, en el pasado, el Estado se hizo cargo del ejercicio de los derechos económicos, especialmente en el ámbito de los servicios públicos. A principios del novecientos, bienes y servicios, convertidos ya en primarios y que respondían a exigencias colectivas, no podían ser abastecidos por empresas privadas sin que esto no determinara precios no asequibles. Al contrario, si dichos servicios hubieran sido suministrados a través de las administraciones públicas, no habría habido fines de lucro y tales servicios habrían sido accesibles para todos. Por lo tanto en aquel período histórico la tendencia fue que el Estado y las administraciones públicas se convirtieran en suministradores públicos, no en calidad de competidores sino con características exclusivas.
Después de la crisis de 1929, en general, la intervención del Estado se extendió también a las empresas que no se ocupaban de servicios públicos (por ejemplo los bancos) a través de formas de nacionalización. Dichas intervenciones, llevadas a cabo sobre todo a través de la introducción de fondos estatales en las empresas y en los bancos, fueron necesarias en aquel entonces para impedir la quiebra. Sin embargo en algunos Estados tal intervención asumió características estables, creando un verdadero sistema de empresas públicas (Italia), mientras que en otros Estados (como Inglaterra) asumió una naturaleza transitoria, desapareciendo a medida que desaparecían las exigencias excepcionales que lo habían hecho necesario[3].
Entre finales de los años 80 y principios de los 90, ya sea por el impulso de la Unión Europea que por la difusión de ideas liberales, o bien en algunos Estados para cubrir el déficit presupuestario, se llevaron a cabo procesos de liberalización y privatización. Se basaban (y se basan) también en la idea de que el Estado debe interferir en las actividades económicas solo en los casos de las llamadas deficiencias del mercado, es decir, cuando es necesaria la intervención del Estado porque no se dan las condiciones para la formación de un mercado (los llamados casos de monopolio natural y de las externalidades negativas). En cambio cuando no se verifican deficiencias en el mercado, al contrario, es el privado quien debe ocuparse de ejercitar la actividad económica[4].
En el ámbito de los servicios públicos, además, la idea era que la liberalización, es decir el suministro por parte de los privados del servicio público, habría conseguido que los servicios fueran más eficaces y menos costosos[5].
A este respecto puede señalarse que los modelos de liberalización previstos por las normas europeas son sumamente interesantes ya que procuran combinar la apertura al mercado de los servicios – presuponiendo que la competencia pueda disminuir los precios y mejorar los servicios – con el interés general en que todos puedan acceder a él.
El modelo europeo de liberalización se basa en cuatro criterios fundamentales.[6]
En primer lugar muchos servicios públicos pueden ser definidos como servicios “a red”. Es decir que se caracterizan por la existencia de una infraestructura de red, como en las telecomunicaciones o en los transportes ferroviarios. [7]
Las liberalizaciones en el sector de los servicios se llevaron a cabo siguiendo un modelo con tendencia general a distinguir la red del servicio. La red permanece bajo la propiedad del Estado, que concede la utilización de la red a otras compañías que cuenten con las características adecuadas para suministrar el servicio.
El segundo criterio es el de la separación de las diferentes fases del servicio. La finalidad es la separar las actividades que aún son monopolio natural de las que pueden administrarse en un régimen de libre competencia.
El tercer criterio es el de una rigurosa división, en el aspecto organizativo y contable, entre actividad en un sistema de monopolio legal y actividad en un sistema de libre competencia. La razón es evidente. Si el Estado puede conceder financiaciones para el mantenimiento o desarrollo de las infraestructuras – de la red – no se pueden utilizar tales financiaciones para obtener una ventaja competitiva en la provisión del servicio que debe llevarse a cabo según las reglas de libre competencia.
El cuarto criterio general se basa en el principio por el cual en la prestación de un servicio público pueden existir también actividades que produzcan pérdidas y que al sujeto privado normalmente no le interesa prestar. Pensemos, en el caso del transporte ferroviario, a la previsión de un servicio en un lugar desfavorecido con pocos usuarios. Esos pocos usuarios tienen el derecho de contar con un servicio público, pero este es poco remunerativo para el sujeto privado, que, si debiera actuar en competencia con otros, probablemente elegiría no prestar dicho servicio.
En este caso el administrador del servicio, sin embargo, está sujeto a diferentes obligaciones del servicio público, la más importante de ellas es la llamada obligación de servicio universal. Esto significa, en general, que debido a que todos tienen que poder acceder al servicio, cuando constituya una pérdida para el privado, será el Estado el que se hará cargo de dicho servicio. Las normas prevén además reglas que tienden a evitar que la financiación pública del servicio universal sea utilizada por las empresas para otras actividades, distorsionando de este modo la libre competencia.
En particular el modelo comunitario prevé, para estas hipótesis, un contrato particular llamado “contrato de servicio público”. El contrato de servicio público se estipula entre el Estado y una empresa a los fines de prestar un servicio a determinadas categorías de personas o con tarifas predeterminadas. Cuando se verifica dicha hipótesis la empresa debe disponer una separación contable para distinguir la obligación como servicio público del servicio efectuado en libre competencia. El Estado deberá establecer más tarde las modalidades de administración del servicio, los estándares de calidad y cantidad, las formas de realizar los controles sobre estos.[8]
La obligación de servicio universal es muy importante porque establece un vínculo de interés público dentro de un modelo de economía de mercado, permitiendo el acceso a servicios de naturaleza económica incluso en los casos en los cuales el servicio comporte pérdidas. La importancia del acceso a los servicios económicos, por otra parte, está señalada también en la Carta de Niza sobre los derechos fundamentales.
De esta descripción general derivan dos consideraciones de origen general. En primer lugar el proceso de liberalización de los servicios de utilidad pública no produce, como muchas veces se ha dicho, la reducción del Estado social, sino que reconduce el monopolio público a sus razones originarias. El monopolio público, en efecto, tiene un propio sentido cuando el mercado quiebra, porque la administración de un cierto servicio en competencia, por varios motivos, no es posible o de todos modos produce pérdidas. Además, cuando el servicio está correctamente liberalizado, al Estado le corresponde una tarea fundamental: determinar los estándares del servicio y controlar el cumplimiento. De proveedor, el Estado pasa a ser quien controla el servicio.
En segundo lugar se evidencia cómo el proceso de liberalización, para un buen funcionamiento, necesita también de un proceso paralelo de regulación del mercado liberalizado. Las medidas compensatorias para consentir que la empresa acceda al suministro del servicio en condiciones de paridad con el ex monopolio, la determinación de costes para el acceso a la red, la determinación de las reglas para los contratos de derecho público, constituyen expresiones de una nueva función del Estado (la función de regulación) en las relaciones económicas. Es decir que el mercado, para funcionar correctamente, necesita reglas – específicas y diferentes según las características de los mercados – y reguladores que apliquen dichas reglas.
2. Derechos sociales y derechos económicos - 
Más allá de la cuestión de los servicios públicos, las liberalizaciones y privatizaciones han planteado ya desde hace tiempo el problema de cómo se pueden conciliar los derechos económicos en una economía de mercado, con derechos sociales y con principios de utilidad general que muchas veces las Constituciones imponen como límite a las actividades económicas[9]. Así mismo, cuál es el papel de las Cortes supranacionales, de modo particular la Corte DEH, garantizando y equilibrando estos derechos en el ámbito de una economía de mercado. Sin embargo abordando la jurisprudencia de la Corte Europea sobre los derechos del hombre debe tenerse en cuenta que:
a) la Convención Europea de los derechos del hombre se centra sobre todo, de modo casi exclusivo, en la tutela de los derechos civiles y políticos, es por eso que la Corte DEH no posee competencias directas sobre los derechos económicos. No obstante esta consideración, ya desde el caso Airey contra Irlanda (9 de octubre de 1979), la Corte afirmó que “si bien la Convención enuncia esencialmente derechos civiles y políticos, muchos de estos contienen implicaciones de naturaleza económica o social. Ninguna barrera impermeable separa los derechos socio económicos del ámbito que abarca la Convención”;[10]
b) esta decisión, que en teoría ampliaría las competencias de la Corte DEH extendiéndolas también a los derechos económicos, presenta sin embargo, limites objetivos que emergen del contenido mismo de la Convención. Esta última, en efecto, no puede ser interpretada forzadamente con el fin de imponer a los Estados derechos sociales que los distintos Estados no han previsto y que no hallan un fundamento en la misma Convención. En un caso del año 2008 (N.c Reino Unido, 27 de mayo de 2008) la Corte efectivamente limitó los efectos de la sentencia Airey, y afirmó que “si bien muchos derechos contienen implicaciones de naturaleza social o económica, la Convención tiene como objetivo directo la protección de los derechos civiles y políticos” , es por esto que el art. 3 “no impone a los Estados miembro la obligación de aliviar la disparidad que existe entre Estados ricos y Estados pobres garantizando cuidados gratuitos e ilimitados a todos los extranjeros ilegales presentes en el territorio”. El caso se refería a la legitimidad de la expulsión de un enfermo de SIDA, inmigrante clandestino, a su país de origen, donde no existían las posibilidades de brindarle la cura adecuada. La Corte consideró en aquel momento que no podía impedir la expulsión hacia otro país cuando la posibilidad al menos abstracta de darle una cura contra el SIDA fuera posible. Si bien muchos han criticado esta decisión, no se trata ni de una revocación de la sentencia anterior, ni intenta eludir las propias competencias, sino que se trata solamente de una correcta precisión sobre los que son los límites naturales de la Carta[11]. Es necesario aclarar además que la Carta Edu constituye una fuente inferior a la Constitución si bien es superior a la Ley. Según la Corte constitucional italiana, por ello, si la ley contradice una norma de la convención, tal como lo interpreta la jurisprudencia de la Corte EDU, el juez italiano debe presentar una cuestión de constitucionalidad ante la Corte constitucional por violación de la norma constitucional que prevé la obligación del Estado italiano de respetar las obligaciones de derecho internacional[12]. Este principio ha sido recientemente actualizado por la Corte constitucional italiana que ha precisado que el principio de derecho expresado por la Corte Europea, es vinculante solo si se trata de una jurisprudencia constante de la Corte.[13]
No obstante dichos límites naturales, se ha creado una jurisprudencia de la Corte que ha tenido incidencia sobre la libertad de empresa y sobre el derecho de la propiedad, sobre los modelos de organización que regulan los mercados, sobre el momento redistributivo de la riqueza (welfare).
3. Las reglas del mercado - 
Se tiende a menudo a contraponer mercado y derechos sociales, como si la existencia de uno disminuyera la tutela de los otros. Para tratar de conciliar derechos sociales y mercado, además, muchas veces se busca introducir en el mercado valores y principios relacionados con los intereses generales. Estos últimos, sin embargo, es difícil que encuentren espacio dentro de las reglas – económicas – que disciplinan los mercados. Se deduce entonces que derechos sociales y mercado son difícilmente conciliables, y que de todos modos, un “exceso” de mercado tiende a limitar fuertemente los derechos sociales y también otros derechos fundamentales.
En realidad, también de la jurisprudencia de las Cortes nacionales y de la Corte DEH deriva que mercado y derechos sociales no se encuentran necesariamente en contraposición, siempre que se distingan los diferentes momentos en los cuales operan las reglas del uno y las tutelas de los otros.
También las Cortes, constitucionales y supranacionales, distinguen en efecto entre el momento de la determinación del contenido de un determinado derecho económico, el momento en el cual el derecho económico se ejercita en el mercado, y el momento de la redistribución, es decir el momento en el cual el Estado social utiliza – en parte – la riqueza producida.
Es en el primer momento que, a través de la relación (equilibrio) con otros derechos constitucionales, el contenido del derecho se determina. La libertad de empresa por ejemplo, está obviamente limitada y condicionada por el derecho del trabajo y por las tutelas necesarias que la empresa debe disponer a favor del trabajador. Está condicionada por el derecho a la tutela del ambiente, cuyo fin puede imponer vínculos a las empresas, etc...Estas limitaciones incidirán más cuanto más sea el carácter social de la constitución, en consecuencia la jurisprudencia de las Cortes constitucionales nacionales presentan diferencias significativas respecto a jurisprudencia de la Corte DEH sobre estos temas.
Como hemos dicho, la Carta DEH es una carta que regula los derechos civiles y políticos, y no obstante que la Corte haya afirmado que tales derechos tienen implicaciones de naturaleza económica y social, los diferentes fines de las convenciones – respecto a las Constituciones – no permiten a las Cortes limitar mucho más algunos derechos económicos como el derecho de empresa o el derecho de la propiedad, en ventaja de fines de utilidad general o en sentido más amplio, social.[14]
Estas características, en algunas circunstancias, tienden a ampliar el alcance de los derechos económicos, allí donde estos sean de cualquier modo reconducibles a normas previstas por la Convención. Piénsense en la sentencia de indemnización en el caso de expropiación del derecho de propiedad, reconocido en el art. 1 del protocolo Nro. 1 de la Convención (Caso Scordino). Dicha sentencia en lo que respecta a Italia, ha producido una modificación sustancial en el mecanismo de indemnización en caso de expropiación, que antes de la mencionada sentencia no estaba relacionada al valor venal del bien.[15]
La cuestión es muy conocida pero vale la pena recordarla sintéticamente. La Corte DEH, aun reconociendo un amplio margen de discrecionalidad para el Estado en el hecho de individualizar el punto de equilibrio entre el derecho del privado al respeto de sus propios bienes y el objetivo del Estado de realizar fines de utilidad social, ha reivindicado también el propio derecho de verificar en concreto la compatibilidad de la solución adoptada con la Convención. De este modo ha distinguido entre expropiación con el objeto de poner en acto grandes reformas sociales, para las cuales era posible una indemnización inferior al valor venal, y expropiaciones llamadas aisladas, en las cuales en cambio, esto no era posible. Es decir que se ha utilizado el principio de proporcionalidad para equilibrar, de manera razonable, el derecho del privado con el interés público. En efecto cuando la expropiación tiene como objetivo realizar grandes reformas sociales, el derecho de propiedad del privado puede verse fuertemente comprometido gracias a una indemnización de valor inferior al del mercado. En cambio cuando la reforma no se encuadra dentro de un marco de grandes reformas económico sociales, el interés público es digno de menor tutela y por esto, proporcionalmente, el sacrificio del privado debe ser menor.
En lo que se refiere a la libertad de empresa, que en cambio no está prevista en la Convención, los límites impuestos por la Corte DEH derivan implícitamente de la existencia de otros derechos fundamentales que se hallan disciplinados en la Carta, como la prohibición de discriminar por motivos de sexo, raza, lengua, religión, opiniones (por ejemplo sentencia del 2 de diciembre de 2014 Emel Boyaz c. Turquía). Resulta una decidida jurisprudencia de la Corte sobre la prohibición de despidos discriminatorios y de tratos discriminatorios de los trabajadores.
Los ejemplos podrían continuar, pero es importante subrayar inmediatamente que esta jurisprudencia parece confirmar el punto del cual hemos partido. Las limitaciones y los equilibrios con los diferentes valores constitucionales (o de la Carta DEH) se producen en el momento de la determinación del contenido del derecho económico.
Una vez determinado esto, equilibrado y limitado por otros valores constitucionales, entran en juego las diferentes reglas que regulan los mercados.
4. La tutela social en el momento redistributivo - 
Estas últimas son reglas dirigidas exclusivamente a garantizar el correcto funcionamiento del mercado: el principio de paridad de las armas, las medidas compensatorias, las prohibiciones de concentración, de abuso de posición dominante, de intereses restrictivos, etc.
No debe sorprender ni escandalizar que los derechos sociales, así como también la jurisprudencia de la Corte, con la excepción que se dirá, no encuentre acceso en esta fase. Los derechos sociales constituyen en primer lugar, como hemos dicho, límites a los derechos económicos y deben ser tutelados después por el Estado, pero las reglas del mercado, entendido como lugar figurado donde se intercambian bienes y servicios, tienen la finalidad diferente y específica de garantizar la eficacia de ese mercado y no de otro. Las reglas del mercado pueden ser más restrictivas o menos restrictivas, o diferenciarse según el modelo económico en el cual el ordenamiento se inspira, pero en casi todos los ordenamientos estas se aplican y cumplen gracias a Autoridades consideradas independientes (Agencies). Estas últimas, a su vez, tienen la función de aplicar las normas en los casos concretos a los fines de garantizar el buen funcionamiento del mercado y no de equilibrar, con la eficacia del mercado, intereses de diferente naturaleza.
No obstante estas autoridades, notoriamente, sean titulares al mismo tiempo de poderes normativos, de decisión y sancionatorios, y esta fuerte limitación al principio de separación de poderes ha producido desde hace tiempo un amplio debate sobre la compatibilidad con los principios constitucionales. En efecto, estos establecen que las normas indican la forma de ejercer la vigilancia, y al mismo tiempo aplican sanciones, incluso de gran relevancia a los sujetos que las hayan violado.
La aplicación de las sanciones sin embargo tiene lugar dentro del ámbito de un procedimiento que no tutela la contradicción con las partes ni la separación entre la actividad instructoria y la actividad decisoria.
En este ámbito la Corte DEH, con una famosa sentencia del año 2014 (caso Franzo Grande Stevens c. Italia) ha desempeñado un papel principal en la tarea de conducir los modelos de estas autoridades a la coherencia con respecto a los principios de la Convención, e incluso se podría decir a los principios generales sobre los cuales muchas constituciones se basan.[16]
La Corte ha partido del principio por el cual los procedimientos sancionatorios de estas autoridades revisten naturaleza penal (en el caso se trataba de las sanciones aplicadas por la autoridad de vigilancia a la Bolsa, a administradores de una sociedad anónima) y por lo tanto a tales procedimientos debe aplicarse el art. 6 de la Convención (justo proceso). En aquel caso los recurrentes, administradores de una sociedad que cotizaba en la bolsa, habían sufrido sanciones por parte de la autoridad independiente que controla los mercados (la CONSOB) muy importantes: algunos millones de euros además de la interdicción para administrar otras sociedades, y se sumaba la publicación de tal sanción. Dichas sanciones habían sido establecidas a través de un procedimiento de naturaleza administrativa, sin dar la posibilidad a los interesados de acceder a los actos que constituían la base de la acusación, con un contradictorio incompleto, y por parte de una autoridad (la Consob justamente), donde no existe una separación neta entre actividad instructoria y decisoria.
Tal procedimiento, sin embargo, había sido considerado siempre legítimo porque las sanciones se consideraban sanciones administrativas y no penales, y se consideraba por eso que a estas no se aplicaban los principios de garantía del proceso penal.
Los recurrentes sostuvieron en cambio, que el criterio de la calificación formal de la sanción no era suficiente para calificar la sanción como penal o administrativa; que sanciones de esa entidad y con esos efectos (la publicación por ejemplo constituye un hecho molto negativo) tienen la misma naturaleza sustancial que la penal; que en consecuencia a estas se deben aplicar las garantías del proceso penal; que a dichas sanciones, aunque sean formalmente denominadas administrativas, deben aplicarse las garantías del art. 6 de la Convención EDU que se refiere al proceso penal justo.
En particular el art. 6 de la Convención establece el derecho a un “proceso justo” estableciendo, entre otras cosas, el derecho a ser juzgados por un juez imparcial, y a través de una audiencia pública. Evidentemente el procedimiento ante la Consob no respetaba estos principios. Sin embargo, el punto de pasaje para la aplicación del art. 6 de la Convención era establecer la calidad de estas sanciones como de naturaleza “penal”. No obstante sobre este aspecto la Corte EDU hubiera concebido ya en el pasado una jurisprudencia de naturaleza sustancial. Según la Corte europea, en efecto, las sanciones tienen naturaleza penal y por ello a estas puede aplicarse el art, 6 de la Convención, cuando presentan al menos una de las siguientes características:
La primera es la calificación jurídica dada por el derecho nacional. Si la sanción es considerada penal, obviamente esto es suficiente para la aplicación del art. 6 de la Convención
El segundo criterio es la naturaleza de la sanción, entendida en relación con su función. Si el objetivo es punir, disuadir la sanción tiene naturaleza penal y no administrativa y por ello a esta debe aplicarse el principio de justo proceso.
El tercer criterio es el grado de severidad de la sanción. Si la sanción es particularmente grave esta debe considerarse como penal y en consecuencia a esta deben aplicarse las garantías del art. 6 de la Convención. En particular la Corte ha considerado como índice de particular gravedad, la entidad máxima de tales sanciones, el hecho de ser publicadas en el boletín de la Consob, la posibilidad que estas se les sumen otros tipos de sanciones accesorias como por ejemplo la interdicción para la administración de sociedades.
Esta jurisprudencia constituye una evolución de los famosos criteria Engels de la Corte Europea, criterios desarrollados en la sentencia del 8 de junio de 1976 (Engel c. Países Bajos).[17]
El procedimiento de imposición de las sanciones, por ello, debe ser informado al principio de la separación entre actividad instructoria y decisoria, debe consentir a las partes un completo acceso a los actos, debe garantizar el respeto del principio de contradicción en una audiencia pública.
Una vez más, en este caso, la Corte, como en el caso Scordino, utilizó el principio de proporcionalidad.
El objetivo de los procedimientos sancionatorios de las autoridades independientes, es el de reprimir y disuadir, para garantizar la transparencia y la fiabilidad de los mercados. Por tanto dichos procedimientos necesitan de tiempos rápidos para dar confianza a los mercados. La rapidez de las decisiones, sin embargo, no puede incidir sobre el derecho fundamental de defensa así como lo establece el art. 6 de la Convención. Dentro del equilibrio entre rapidez y tutela de los derechos debe prevalecer la tutela del derecho de defensa.
De esta decisión deriva, por lo tanto, una influencia de la Corte no sobre las reglas que regulan los mercados (no tendría las competencias) sino sobre el modelo de regulación de los mercados, que de todos modos debe consentir la tutela de los derechos fundamentales.
Siguiendo esta orientación jurisprudencial, algunos ordenamientos, como por ejemplo Francia, han modificado su modelo de autoridad independiente de regulación de los mercados, separando la fase de regulación de la fase sancionatoria, respetando el principio de imparcialidad previsto por el art. 6 de la Convención.
Se trata de modificaciones muy importantes que están cambiando los modelos de regulación de los mercados en Europa y en consecuencia de los instrumentos de protección de los derechos económicos.
En la fase de la redistribución, o de la determinación del alcance del Estado social, las Constituciones así como también las Cartas supranacionales vuelven a ejercer su papel fundamental. Sin embargo, como hemos dicho, mientras que las constituciones trazan un “modelo” de estado social, que puede tener diferentes desenvolvimientos a lo largo de la historia y de las disponibilidades económicas del Estado, pero que cuyo contenido “mínimo” o esencial de todos modos no se puede desatender, la Carta DEH no traza un modelo de welfare. Es más, la Corte repite a menudo que los Estados, basándose en el texto de la Convención, no están obligados a instaurar sistemas de seguridad social.
No obstante esta afirmación de principios, se observa en la jurisprudencia de la Corte EDH un esfuerzo cada vez más amplio para tutelar los derechos sociales en la llamada fase “redistributiva”. Este esfuerzo se basa en parte en el art. 3 (que prohibe la tortura y tratos inhumanos degradantes) y, en gran parte en el art. 1 del prot. 1 de la convención (derecho de propiedad).
El art. 3 se utiliza para sostener que la falta de una pensión social o de otra forma de apoyo económico público podría interpretarse como el abandono del individuo a una condición inhumana y degradante. Si bien, según la jurisprudencia de Estrasburgo, se requiere presentar una prueba concreta de la condición de indigencia del demandante, como así mismo la existencia de un nexo de causalidad entre la falta o el escaso valor de la pensión y la condición inhumana motivo de la queja, por lo cual no es fácil producir dicha prueba.
En otros casos, como hemos dicho, la Corte ha aplicado el art. 1 del protocolo 1 sobre el derecho de propiedad, para garantizar el derecho a la prestación pecuniaria siempre que tal derecho resulte adquirido definitivamente en el “patrimonio” de la persona. En pocas palabras la Corte no puede imponer al Estado que efectúe una determinada prestación, que se refiera a la seguridad social o que sea asistencial pero sí puede impedir al Estado que elimine arbitrariamente dicha prestación cuando esta ya constituya “propiedad” del ciudadano[18].
Este modelo decisorio, que se relaciona con el derecho de la propiedad para garantizar a la persona una prestación del Estado que se considera adquirida ya, cuenta con precedentes relevantes. La Corte Suprema de los Estados Unidos utilizó técnicas análogas para cubrir, después del New Deal, la carencia de derechos sociales en la constitución, y con el fin de evitar discriminaciones y violaciones irracionales por parte de los legisladores de derechos que se consideraban ya adquiridos.
La Corte DEH ha utilizado el principio de la propiedad (possession) sobre todo en relación a la cuestión de las normas retroactivas. Por ejemplo cuando un régimen de previsión social esté comprobado después de un pronunciamiento judicial, y en consecuencia cuando el derecho ya esté adquirido, este no se puede ser modificado más in peius por el Estado [19]
En realidad no se trata de la afirmación, sobre la base de la Convención, de un derecho social, sino de la imposibilidad de modificar a posteriori derechos que la legislación de un Estado considera ya adquiridos en el patrimonio del individuo.
5. Se pueden extraer algunas sintéticas conclusiones - 
La cuestión del conflicto entre derechos sociales y derechos económicos o mejor dicho entre mercado y derechos sociales, encuentra en realidad un ajuste con el equilibrio ex ante de los derechos, y en la redistribución ex post por parte del Estado de la riqueza producida. En estas dos fases intervienen las Cortes constitucionales nacionales que aplican el sistema articulado de derechos sociales que las constituciones prevén.
Estos se utilizan con anterioridad para determinar el contenido de los derechos económicos, y más tarde para determinar la entidad de la tutela que el Estado social predispone.
También la Corte DEH equilibra los derechos económicos con los derechos sociales en las mismas fases. Sin embargo la Carta DEH, que trata los derechos civiles y políticos, considera los derechos sociales y económicos solo por extensión. Esta por lo tanto está dotada de instrumentos de intervención que son forzosamente menos fuertes con respecto a las Cortes constitucionales.
La existencia y la tutela de derechos económicos y sociales constituyen sin embargo un presupuesto necesario para el ejercicio de los otros derechos de libertad, y no es casual que la Corte DEH esté ampliando progresivamente su radio de acción a estos derechos. Es difícil sostener que los derechos civiles y políticos puedan ejercitarse sin la existencia de una “mínima” tutela social.
Tenía razón Calamandrei, el gran jurista italiano que contribuyó a la Constitución italiana de 1948, al decir que la primera libertad es la libertad de la necesidad.
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